La revictimización de la niñez y la ética periodística.
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En palabras de la OIT, los medios de comunicación “...son instrumentos fundamentales de diseminación de información, de educación y de cambios en las culturas y prácticas sociales de cualquier país. Sus alcances y consecuencias pueden ser el principio de un cambio positivo o el escollo para un avance”.

Frente a esa innegable relevancia social y ese potencial, encontramos los riesgos de un desempeño divorciado del interés social y centrado únicamente en mantener o aumentar la audiencia o la circulación. Basar las informaciones en el sensacionalismo puede resultar una estrategia efectiva para atraer lectores, televidentes, radioescuchas o usuarios en Internet, pero también representa un alto riesgo y así lo señala Luka Brajnovic desde hace treinta años.

 “...sus fines no son informativos. Pero, además, el sensacionalismo exagerado induce o puede inducir a la perversidad, excitando la violencia, el odio, la prostitución. Todo sensacionalismo que excite las pasiones o provoque la curiosidad morbosa es inmoral”.

La opción más valiente es alejarse del sensacionalismo en materia de niñez, que es el tema que nos ocupa y el que va a establecer las fronteras de esta reflexión. Tampoco vamos a criticar a los medios de comunicación por el hecho de perseguir el lucro como parte de sus fines porque su característica de negocio es indiscutible.

Comenzamos por repasar el concepto de interés superior del niño y de la niña, consagrado en los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos, y adoptado en el artículo cinco del Código de la Niñez y la Adolescencia de Costa Rica. 

“Toda acción pública o privada concerniente a una persona menor de 18 año, deberá considerar su interés superior, el cual le garantiza el respeto de sus derechos en un ambiente físico y mental sano, en procura del pleno desarrollo personal.”

Este mandato legal, según nuestra apreciación, alcanza las acciones de entidades privadas como los medios de comunicación, que con frecuencia se encuentran con la necesidad de informar sobre asuntos relacionados con personas menores de edad (con niños y niñas para utilizar la definición internacional). 

Lamentablemente, y así lo vemos cada semana, muchas veces las informaciones sobre la niñez nos cuentan situaciones en donde los derechos de las personas menores de edad son violentados: agresión sexual, explotación, homicidio, violencia, abuso, etc. Es entonces cuando nuestra reflexión debe aplicar el interés superior del niño y dejar claro que la misma ley supracitada  establece obligaciones para los medios.

“Las personas menores de edad tendrán derecho a no ser objeto de injerencia en su vida privada, psíquica y moral. Este derecho comprende la protección de su imagen, identidad, autonomía, pensamiento, dignidad y valores”.

Y de inmediato agrega:
“Queda prohibida la publicación del nombre o cualquier dato personal que permita identificar a una persona menor de edad autora o víctima de un hecho delictivo”.

Entramos en materia y resumimos que los medios de comunicación social deben abstenerse de publicar cualquier cado que permita su identificación. Nos referimos a su nombre, a su dirección, a su centro educativo, a su teléfono, a su correo electrónico, etc. Aquí, hablamos de víctimas, perpetradores, testigos, etc.

Porque el interés superior del niño pretende garantizar el pleno desarrollo personal de los niños y las niñas. Si la víctima de un delito es identificada o se facilita su identificación, se pone en riesgo precisamente su desarrollo personal. Si un testigo es identificado, se pone en riesgo su vida.

Datos personales

Dos ejemplos. Hace pocas semanas, un periódico de circulación nacional publicó los apellidos de dos niños víctimas de abuso sexual. Quizás eso no habría sido de tanta gravedad si la información no hubiese incluido, además, el nombre de su barrio, el número de su casa, el grado al que asistían y la escuela donde estudiaban. Estos datos permiten su identificación.

Enviamos una nota al periodista que confeccionó la nota y no hemos tenido respuesta. También, en televisión, observamos hace algunos meses una información similar. El periodista aclaró que los nombres de las víctimas no serían suministrados. Procedió bien, hasta que decidió ilustrar su nota con imágenes de la casa de los niños y con una entrevista, sin protección, a su padre.

Sin duda, la exposición pública de las víctimas ocasiona un efecto muy dañino sobre ellas debido a la estigmatización social, al rechazo, a la imputación indebida de culpa que la sociedad, lamentablemente, aún tiende a descargar sobre las personas que sufren este tipo de violación a sus derechos.

Esto lo sustentamos con facilidad si recordamos las palabras de un hombre educado y miembro de la clase política de Costa Rica que considera que una persona menor de edad víctima de explotación sexual comercial  se parece, más bien, en su conducta, a un adulto perverso.

Pero no debemos olvidar una amenaza peor en el caso de las víctimas de delitos sexuales: los pederastras. Para estos delincuentes, un artículo que ofrezca detalles como los mencionados a priori representa una fuente invaluable de información. Estos depredadores de nuestros hijos e hijas saben que una víctima de abuso sexual, por ejemplo, puede encontrarse en una situación de fragilidad, vulnerabilidad y desventaja que él o ella puede aprovechar para violar, nuevamente, sus derechos y causarle un daño incluso peor. Quizás sea la forma más grave de revictimización.

Casa Alianza investigó hace dos años a una organización denominada Asociación de Pedófilos Anónima de Costa Rica. Uno de sus miembros, y así consta en la sentencia que lo condenó, llamaba a las casas de los niños y los sometía a preguntas para determinar si eran vulnerables. De hecho, una de sus víctimas fue un niño con problemas serios con sus padres. Esto es la prueba de la forma exploratoria en que actúan.

La imagen de “Rosita”

Recordamos a “Rosita”, una niña nicaragüense que no tiene ni diez años de edad, sufrió una violación, le contagiaron dos enfermedades venéreas, quedó embarazada, tuvo que dejar la escuela, la llevaron a otro país, sintió temor a la muerte y a dejar a sus padres solos, experimentó un aborto. La lista de vivencias traumáticas no terminó allí.

El trece de marzo anterior, el programa Con Mucho Cariño (Televisión Nacional de Chile, TVN) mostró su historia en una nota periodística de casi seis minutos de duración. Por primera vez, miles de personas en Latinoamérica vieron su rostro y escucharon su voz. Sus padres estaban en el estudio principal junto al conductor Felipe Camiroaga, apoyados por grupos feministas nicaragüenses.

De repente, vimos caminar a la pequeña Rosa en medio de las luces y las cámaras. Tenía maquillaje en su rostro. Su cabello lacio estaba al descubierto y trataba de sonreír. Llevaba ropa recién comprada, una experiencia realmente nueva para ella. Le preguntaron si le gustaba estar allí y si el estudio “era bonito”.

Hace pocos días, el Consejo Nacional de Televisión de Chile condenó a TVN al pago de una multa de poco más de 2,580 dólares estadounidenses. Fue poco, pero la decisión nos deja una enseñanza. Exponer a una niña o a un niño víctima no es algo que se deba tomar a la ligera.

Ahora, que vive en otro país y otro barrio, será muy difícil para ella adaptarse a la vida normal de una niña de esa edad. Será difícil pasar inadvertida. Se expondrá a comentarios crueles, e incluso a bromas pesadas. No podrá ocultarse de la mirada de lástima de quienes la reconozcan. Serán obstáculos para que pueda superar toda la lista de experiencias traumáticas por las que ha pasado, agravadas por una más: la exposición pública.

Pero no nos referimos solo a la publicación de datos personales de las víctimas, sino también a la utilización de cierto tipo de lenguaje. Otro diario costarricense utilizó seis palabras para referirse a una persona de 16 años explotada sexualmente en menos de cinco párrafos. No hace falta efectuar una análisis de mensajes para rechazar su actitud al emplear epítetos como “alborotada”.

Responsabilidad Estatal y sanciones

En todos los casos donde las personas menores de edad son víctimas de delitos denunciados o en investigación existe una autoridad, un operador de justicia, un funcionario judicial que debe velar por la protección de esos niños y niñas. Es su obligación. Para ellos, también cuenta el interés superior del niño y el mandato de acción que nos ocupará seguidamente.

Las Directrices para Reducir la Revictimización de las Personas Menores de Edad en Procesos Penales está dirigido a:

“los operadores y operadoras judiciales –en un sentido amplio- que conocen asuntos en los que intervienen víctimas y/o testigos menores de edad, entre estos, los y las fiscales, defensores, jueces, auxiliares judiciales, trabajadores sociales y sicólogos, investigadores (...)”.

Establece la obligación de los funcionarios judiciales respecto a la protección de la imagen y los datos personales.

“La autoridad judicial encargado deberá controlar que la dignidad del niño, niña o adolescente testigo o víctima, no sea lesionada a través de publicaciones o cualquier exposición de su imagen, o de cualquier otro dato personal que permita su identificación. Si se lesiona este derecho es obligación del funcionario o funcionaria denunciarlo de conformidad con los artículos 27, 188 y 190 del Código de la Niñez y la Adolescencia”.

Estos artículos se refieren a la prohibición de la publicación de los datos personales y la imagen de estos niños y niñas, pero también se refieren a que la omisión de los funcionarios en esta materia se consideran faltas graves y que:

“La infracción de las disposiciones de los artículos 27, 35, 43, 45, 49, 50, 55, 56, 59, 60, 63, 64, 68 y 69 en que incurran los particulares, acarreará, además de la medida que el juez adopte, una multa según la siguiente regulación: a) El monto equivalente a tres salarios de oficinista 1, cuando una disposición se infrinja por primera vez. b) El monto equivalente a cinco salarios de oficinista 1, cuando el funcionario reincida en la infracción por la cual había sido sancionado”.

Estos lineamientos pueden y deben ser aplicados a las personas que los irrespeten. En este caso que nos ocupa los periodistas y los medios podrían incurrir en este tipo de infracciones. Es decir, existen los controles, pero algunos funcionarios no los están aplicando.

Incluso, la Sala Constitucional, al interpretar el Interés Superior del Niño respecto a las funciones del Estado indica:

“De este modo, debe señalarse que el principio de interés superior del niño marca un referente obligado para todos aquellos órganos de la Administración que deben tratar con los menores de edad, de modo que todas sus actuaciones deben ir encaminadas en última instancia a buscar el bienestar, el desarrollo integral y la protección de los derechos de estas personas”.

Debo aclarar que durante muchos años ejercí mi profesión como reportero y no dudo de la buena fe de la mayoría de los profesionales de los medios. Aún así, este tipo de irrespeto a los derechos de las personas menores de edad no debe quedar en el olvido, sino que deben ser entendidos como ejemplos de lo que no se debe hacer.

En Casa Alianza hemos sido testigos, también, de la contribución de periodistas concientes, éticos e identificados con la niñez. Su aporte ha permitido estimular las denuncias contra los abusadores sexuales, promover las acciones de los ciudadanos, predicar el rechazo a todas las actividades relacionadas con la explotación sexual comercial, sin vulnerar los derechos de las víctimas. Son ejemplos de un potencial que debemos estimular. Las críticas constructivas pueden dar buenos frutos, pero no podemos, como se ha pretendido a veces, colocar a los medios en una acera y a la niñez en otra.

Reglas claras.

Creo que todas las personas que trabajan o se relacionan con los medios de comunicación deben aprehender, dentro de su código moral y su ética profesional, el interés superior del niño como un principio rector de su actividad. Todos debemos tener en aceptar y reconocer que:

La identidad de las personas menores de edad debe protegerse.

Se debe evitar el uso de imágenes que puedan ser utilizadas perjudicialmente.

Abstenerse del uso de palabras de contenido sexista, discriminatorio, revictimizante, etc.

Rechazar todas las formas de violencia.

Promover la investigación del cumplimiento de las obligaciones de protección que tiene el Estado frente a las personas menores de edad.

Estimular los enfoques analíticos y propositivos.

Pero, para esto, tenemos que considerar que los comunicadores tienen, muchas veces, el viento en contra. Poseen un tiempo muy reducido, en la mayoría de los casos, para tratar sus temas. El desconocimiento de cómo armonizar su desempeño con el respeto de los derechos de los niños y las niñas puede ser riesgoso. 

No podemos dejar de lado la severa competencia de nuestros días, que exige informaciones más atractivas en el menor tiempo posible, y la falta de contenido sobre derechos humanos en los planes de estudio de las distintas universidades, así como la tendencia a subestimar la capacitación de los equipos periodísticos por problemas de tiempo e inversión.

Por eso, consideramos que debemos realizar esfuerzos por unificar criterios y definiciones (como persona menor de edad, explotación sexual, abuso, pederastra, abusador, etc.).

Sería vital la definición de reglas claras en materia de entrevistas a personas menores de edad víctimas (¿cuándo realizarlas?, ¿en qué circunstancias?, ¿bajo qué condiciones?). Es decir, definir con claridad si determinadas víctimas deberían ser excluidas de entrevistas en nombre del interés superior del niño y de la niña. Si se decide que ciertas entrevistas deben realizarse, entonces aplicar el principio de consentimiento informado.

Una de las posibilidades es que sean los mismos medios quienes definan políticas claras,  y no meras cartas de intención, respecto a las informaciones en materia de niñez. De hecho, la normativa internacional le hace un llamado a los medios y a los Estados para que promuevan la publicación de información y material que promueva el bienestar social, espiritual y moral, la salud física y mental de las personas menores de edad, así como de información de interés social y cultural. 

Este principio debe ser parte, con rigurosidad matemática, del contenido de los informativos, noticiarios, periódicos, programaciones, etc. 

Es fácil criticar a los periodistas y a los medios de comunicación y darles lineamientos académicos que únicamente servirán para adornar libreros. De hecho, he leído muchos “manuales para periodistas” poco aplicables a la realidad y a la actividad cotidiana del reportero.

Los periodistas y los medios deben participar en esa definición de reglas claras para que puedan interiorizarlas y aplicarlas. Las empresas periodísticas deben permitir la asistencia de los comunicadores a coloquios, grupos de análisis, etc. Los organizadores deben buscar consenso incluso para definir el día y la hora de esas actividades. 

Pero esto debió hacerse hace ya mucho tiempo. Cada minuto que perdemos sin hacer este esfuerzo aumenta el riesgo de que en la próxima edición noticiosa otra niña o otro niño sea revictimizado, ya sea por acción o por omisión.
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